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No hay problema más importante para el desarrollo económico nacional que la  
difícil combinación entre los sectores de punta de la economía nacional y la  
enorme base de peruanos empobrecidos que se refugia obligadamente en su 
pequeña chacra o negocio ambulante.  
 
Para la derecha, hay que dejar que los grandes capitales arrastren al resto.  
Promover que vengan inversiones extranjeras a extraer nuestros minerales,  
proveernos de teléfonos y electricidad, o transportarnos por los aires. Parten  
del preconcepto ideológico que todo lo que hagan será siempre bueno, sin  
importar si generan poco empleo, causan daño al medio ambiente o – incluso- se  
involucran en actos de corrupción. 
 
La historia ha demostrado, sin embargo, que ese enfoque no ha logrado  
incorporar a la mayoría de peruanos a un empleo digno y una vida decente. La  
aplicación de esta política a rajatabla durante el fujimorismo no avanzó en  
resolver estos problemas. Todavía tres cuartas partes de los peruanos carecen  
de seguridad social y más de la mitad viven en la pobreza. La situación de  
desigualdad que se ha generado de esta manera, con una minoría privilegiada y  
un estado que no tiene recursos para cumplir su función, no puede mantenerse,  
tanto por razones éticas como por los conflictos sociales que genera.  
De allí que la búsqueda del progreso económico y social tiene que otorgar un  
lugar central a los mecanismos adecuados para que el desarrollo tenga una ancha  
base. El objetivo no es que “chorree más”, es decir, que el crecimiento  
económico siga concentrado en pocos y la mayoría espere que le caigan más o  
menos gotas de mejora social. El objetivo es que el desarrollo sea de todos; es  
decir, también y sobretodo de los campesinos pobres, de los pequeños 
microempresarios de la ciudad y del campo y de los trabajadores de la  
industria, el comercio y los servicios. Todos los peruanos debemos ser actores  
y beneficiarios de ese desarrollo. 
 
Del mismo modo, la derecha piensa que el crecimiento económico determina todo,  
y que una vez que éste llegue, mejorará también la salud, la educación y la  
seguridad social. No es así. Si bien es cierto el crecimiento económico  
promueve el desarrollo social, este tiene también su propia dinámica. Países  
del mismo nivel económico pueden tener diferencias en su esperanza de vida del  
orden de 20 años. La educación puede estar divorciada del quehacer económico 
de un país, como sucede en gran medida en nuestra patria, o puede ser un gran  
promotor de ella. Una visión integrada de desarrollo económico y desarrollo  
social es fundamental, y no puede pensarse ni que lo social vendrá solo con lo  
económico, ni que sólo debe existir en función a éste. 
 
Una propuesta de desarrollo alternativo no puede ignorar, sin duda, la  
necesidad de que también se incrementen las inversiones de gran volumen,  
nacionales y extranjeras. Aunque sea poco, generan empleo. Aportan al fisco.  



Generan divisas. Traen modernidad. Pero una propuesta alternativa va más allá  
de la simpleza derechista, y considera que el objetivo no es maximizar  
inversiones sino maximizar bienestar. Considera también que la prioridad son  
las mayorías, quienes también tienen potencial económico y pueden producir más  
y mejorar sus negocios e ingresos.  
 
Para ello, atraer grandes capitales al país es importante, siempre que aporten  
al desarrollo nacional: que no sean corruptos, que paguen impuestos por  
explotar nuestras riquezas, que generen empleo, que transfieran tecnología, en  
suma que generen beneficio social. Lograr que estos sectores generen  
encadenamientos, que se alíen y compren a los pequeños productores, es  
fundamental. 
 
El reto es que se desarrollen la punta y la base. No la punta sola, divorciada del 
país, limitada a un enfoque económico. Tampoco aisladamente la miríada de 
pequeños productores empobrecidos o el esfuerzo social del Estado. La acción 
pública debe apuntar a promover estos vínculos entre grandes y pequeños, entre 
lo económico y lo social, y debe hacerlo tanto pensando en la acción directa del 
estado como un mecanismos de mercado y voluntariado social. 


